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D/Dª _____________________________________________________________________con 
DNI________________, domiciliado en ____________________________________________ 
______________________________________________________________ _____________, 
comparece en tiempo y forma en el procedimiento de información pública de la Modificación 
Puntual del Plan General de Ordenación Urbana de Béjar, con ordenación detallada, en el 
paraje “La Glorieta”, para exponer las siguientes alegaciones: 

PRIMERA 

La Modificación Puntual pretende la clasificación directa, como suelo urbanizable delimitado, de 
11’635 hectáreas de suelo rústico, con destino al uso residencial, posibilitando la construcción 
de 42.660 m2 de techo y 240 viviendas (960 habitantes).  
 
Los terrenos se localizan en una posición de fondo de saco, sobre una ladera con pendiente 
muy acusada y con una accesibilidad muy precaria, careciendo de características físicas 
adecuadas para destinarlos tanto al uso residencial como a cualquier tipo de uso urbano. 
Adicionalmente, el impacto  paisajístico derivado de la urbanización de dichos terrenos sería 
muy elevado. 
 
La nueva clasificación de los terrenos, como suelo urbanizable, no fue recogida en la 
documentación de la Revisión del Plan General sometida a información pública con 
posterioridad a la fecha de la firma del Convenio y de su publicación, permaneciendo dichos 
terrenos, en dicha documentación, clasificados como suelo rústico, lo que viene a demostrar la 
falta de adecuación de la misma al modelo territorial propugnado por el propio Plan General. 

SEGUNDA 

A partir de la promulgación de la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación ambiental de 
determinados planes y programas en el medio ambiente, antes de la aprobación inicial de 
cualquier Plan de Ordenación Urbana (o de su revisión o modificación), tiene que intervenir el 
órgano ambiental competente, a fin de definir el contenido a analizar en el estudio de 
evaluación. 

Es lo que se conoce conceptualmente como EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA, y 
resulta de obligada aplicación en todos los planes que puedan tener efectos significativos en el 
medio ambiente. 

El  primer acto formal preparatorio de la presente Modificación Puntual ha sido realizado con 
posterioridad al 21 de julio de 2004, por lo que, en virtud de la Disposición Transitoria de la Ley 
9/2006, dicha Modificación Puntual está sujeta a las disposiciones de la misma. 
 
Al no haber intervenido, con carácter previo, el órgano ambiental competente, ni efectuada la 
evaluación ambiental pertinente antes de la aprobación, la aprobación inicial de la Modificación 
Puntual es nula de pleno derecho, en aplicación del artículo 62.1.e) de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.  

TERCERA 

La Modificación Puntual aprobada inicialmente y sometida a información pública afecta a 
terrenos atravesados por el cauce del arroyo de Valdesangil, tributario del río Frío, que, a su 
vez, lo es del río Cuerpo de Hombre. 

El artículo 6 de la Ley de Aguas, determina los requisitos de las riberas de los cauces públicos 
y establece que sus márgenes estarán sujetas a un régimen de protección, en la forma de una 
zona de servidumbre de 5 metros de anchura, para uso público, y de una zona de policía, de 
100 metros de anchura, en la cual el uso del suelo estará condicionado.    
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Al no estar realizado el apeo y deslinde del arroyo de Valdesangil en el tramo del cauce que 
atraviesa el ámbito de la Modificación Puntual, no están definidas las obligatorias zonas de 
protección del mismo, por lo que la aprobación inicial de dicha Modificación Puntual es nula de 
pleno derecho, en aplicación del artículo 62.1.e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.  

CUARTA 

En relación con la alegación anterior, la presente Modificación Puntual del PGOU no incluye 
ningún estudio de los posibles riesgos derivados de  la situación de los terrenos respecto al 
cauce público antes indicado. Lo que conculca lo dispuesto en el artículo 18 del RUCyL 
referente al DEBER DE PREVENCIÓN DE RIESGOS. 

La Modificación Puntual ignora, asimismo, lo dispuesto en la Directriz Básica de Planificación 
de Protección Civil ante el Riesgo de Inundaciones, aprobada por acuerdo del Consejo de 
Ministros de 9 de diciembre de 1994. 
 
Al no incluir la presente Modificación Puntual ningún estudio del riesgo de inundación derivado 
del cruce de un cauce público a través de los terrenos ni justificar el cumplimiento de las 
determinaciones de la Directriz Básica de Planificación de Protección Civil arriba mencionada, 
la aprobación inicial de dicha Modificación Puntual es nula de pleno derecho, en aplicación del 
artículo 62.1.e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 
4/1999, de 13 de enero.  

QUINTA 

En relación al abastecimiento de agua, se indica en un apartado de la Memoria que “el 
abastecimiento de agua se prevé desde el ramal de la Red General que discurre al Norte del 
ámbito, con un punto de conexión posible en el paraje de la Cerrallana, distante unos 800 m.”  
Y en otro apartado, se calcula la demanda de agua en 1.000 m3/día.  

No se cuantifica la existencia, en origen, de recursos suficientes de agua para abastecer el 
nuevo asentamiento de población ni la capacidad del pretendido ramal de alimentación general 
para hacer frente al nuevo suministro. No se concreta cuál es el “posible” punto de conexión ni 
se analiza cómo afectaría el nuevo enganche a la funcionalidad del ramal general norte, al 
régimen de presiones en la red y, en última instancia, al suministro de las áreas del Término 
municipal que son actualmente alimentadas por dicho ramal. 

En cualquier caso, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 25.4 de la Ley de Aguas, la 
Confederación Hidrográfica del Tajo deberá pronunciarse expresamente sobre la existencia o 
inexistencia de recursos de agua, con el añadido de que el informe se entenderá desfavorable 
si no se emite en el plazo establecido al efecto. 

SEXTA 

La Modificación Puntual aprobada inicialmente y sometida a información pública afecta a 
terrenos situados junto a la carretera general N-630, dependiente del Estado, con categoría de 
autovía. 

La Ley 25/1988, de 29 de julio, de Carreteras, determina las zonas de protección de las 
autovías y establece que sus márgenes estarán sujetas a un régimen de protección, en la 
forma de una zona de dominio público de 8 metros de anchura, una zona de servidumbre de 17 
metros de anchura, adyacente a la anterior, en la que no podrán realizarse obras ni se 
permitirán más usos que aquellos que sean compatibles con la seguridad vial, y una zona de 
afección, de 75 metros de anchura, adyacente a la anterior, en la cual el uso del suelo estará 
condicionado y sujeto a autorización del Ministerio de Fomento. 
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Cabe señalar que estas franjas de protección están recogidas en la documentación de la 
Revisión del Plan General de Béjar, sometida a información pública entre el 25 de mayo y el 24 
de julio de 2006, bajo la forma de SUELO RÚSTICO DE PROTECCIÓN DE 
INFRAESTRUCTURAS (cf. el plano 1.1: Clasificación del suelo y el plano 3.2: Sistemas 
Generales). 

La presente Modificación Puntual ignora completamente la obligada protección de la carretera 
N-630, disponiendo parcelas edificables y equipamiento dotacional a escasa distancia del 
terraplén de la citada vía, por lo que la aprobación inicial de dicha Modificación Puntual es nula 
de pleno derecho, en aplicación del artículo 62.1.e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.  

SÉPTIMA 

En el ámbito de la Modificación Puntual existe un yacimiento arqueológico catalogado, tal y 
como puede observarse en la propia  documentación de la Revisión del Plan General de Béjar, 
sometida a información pública entre el 25 de mayo y el 24 de julio de 2006, (cf. el plano 1.1: 
Clasificación del suelo y el plano 04: Catálogo). 

La presente Modificación Puntual ignora completamente la presencia de dicho yacimiento y las 
obligadas medidas de protección del mismo, no  respetando las disposiciones del artículo 37 de 
la LUCyL, referente a la PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO CULTURAL, ni las del artículo 84 
del RUCyL, referente a la CATALOGACIÓN, ni las determinaciones correspondientes 
contenidas en la legislación general sobre el patrimonio histórico: Ley del Patrimonio Histórico 
Español y Ley del Patrimonio Cultural de Castilla y León. Por lo que la aprobación inicial de 
dicha Modificación Puntual es nula de pleno derecho, en aplicación del artículo 62.1.e) de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. 

OCTAVA 

El Plan General de Béjar está, en estos momentos, en proceso de revisión, habiendo sido 
sometido a información pública por un periodo de dos meses, entre el 25 de mayo y el 24 de 
julio de 2006. 

En pleno procedimiento de revisión del planeamiento general, cuando aún no han sido 
resueltas las alegaciones efectuadas al mismo por organismos, entidades y particulares, se 
procede a iniciar una Modificación Puntual del mismo Plan General, lo que, obviamente, implica 
nuevos cambios en la ordenación urbanística, no contemplados en la documentación expuesta 
al público en la citada revisión. Cambios que suponen un tratamiento diferenciado y privilegiado 
de una determinada zona en relación al conjunto del Plan. 

Esto significa introducir privilegios individuales respecto de la ordenación urbanística general, lo 
que infringe el principio de generalidad del plan y vulnera la igualdad jurídica de los 
administrados que esta generalidad entraña. Constituye lo que se conoce, en términos 
jurídicos, como una reserva de dispensación, prohibida por la Ley, y como tal, nula de pleno 
derecho, conforme a lo dispuesto en el artículo 62.1.e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. 

NOVENA 

Siguiendo el “modus operandi” de otros Convenios Urbanísticos y Modificaciones Puntuales del 
PGOU tramitados por el Ayuntamiento de Béjar, en esta ocasión, la obligación que, a modo de 
propina o dádiva, asume el promotor, es la de la construcción de una piscina y sus 
instalaciones por un valor de 1.200.000 euros (200 millones de pesetas). 
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Lo que llama la atención de esta cuestión es que, en estos momentos, está construyéndose 
una piscina pública en el polígono de la Cerrallana y que el Concejal de Urbanismo, en el Pleno 
del 30 de octubre de 2006, en el que se produjo la aprobación inicial de esta Modificación 
Puntual, dijo textualmente, en respuesta a la intervención de la portavoz del PSOE, que los 
promotores de La Glorieta “han aportado 200 millones… se han gastado ya 200 millones…”, 
cifra que coincide exactamente con el valor de la obligación asumida en el Convenio y en la 
Modificación Puntual. No se tiene conocimiento, además, de que el Ayuntamiento haya sacado 
a licitación pública la construcción de piscina alguna, por lo que cabe conjeturar que son los 
promotores de La Glorieta los que están construyendo o han construido ya la citada piscina.  
 
En cualquier caso, la manifestación pública del Concejal de Urbanismo indica que el promotor 
ha pagado por adelantado la cantidad de 200 millones de pesetas. Parece un riesgo 
demasiado alto, a no ser que la aprobación de la Modificación Puntual esté asegurada o 
garantizada. ¿Pero cómo es ello posible? ¿Es posible que se pueda garantizar una aprobación 
definitiva de tal envergadura, cuando deben pronunciarse sobre la misma un gran número de 
Organismos y, en última instancia, la Comisión Territorial de Urbanismo de Salamanca?  

Lo que viene a redundar en todo lo expuesto en el presente escrito de alegaciones, y que es 
que nos encontramos ante una reclasificación de suelo puramente especulativa, ajena a las 
necesidades de la ciudad y al interés público, contraria a las determinaciones legales vigentes, 
y que ha sido, literalmente, “comprada” por una cantidad de 1.200.000 euros, en la forma de 
una piscina.   

Y cabe concluir afirmando que, en este expediente de Modificación Puntual del PGOU de Béjar 
para reclasificar directamente suelo rústico con destino a la implantación de 240 viviendas, 
suelo que, por otra parte, no reúne unas mínimas condiciones adecuadas para ello, además de 
estar afectado por protecciones de carreteras, aguas y patrimonio cultural, cualquier parecido 
con el urbanismo o la ordenación del territorio es pura coincidencia. 

Por lo que solicito: 
 
Primero: Que se tenga por presentado este escrito y, conforme con lo expuesto, se acuerde 
anular, revocar y dejar sin efecto la presente Modificación Puntual del PGOU de Béjar. 
 
Segundo: Solicito, asimismo, que se dé respuesta razonada a estas alegaciones, en todos y 
cada uno de sus puntos. 
 
 
En __________________, a 22 de diciembre de 2006 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SR. ALCALDE-PRESIDENTE DEL AYUNTAMIENTO DE BÉJAR  


